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Borrador de trabajo 

Documento España Vaciada 22 junio 2019 

 
Artículo 174 TFUE (Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea) : “A fin de promover 

un desarrollo armonioso del conjunto de la Unión, ésta desarrollará y proseguirá su acción 
encaminada a reforzar su cohesión económica, social y territorial. La Unión se propondrá, en 
particular, reducir las diferencias entre los niveles de desarrollo de las diversas regiones y el 
retraso de las regiones menos favorecidas. Entre las regiones afectadas se prestará especial 
atención a las zonas rurales, a las zonas afectadas por una transición industrial y a las regiones 
que padecen desventajas naturales o demográficas graves y permanentes como, por ejemplo, 
las regiones más septentrionales con una escasa densidad de población y las regiones insulares, 
transfronterizas y de montaña.”  

Artículo 175 TFUE: “Los Estados miembros conducirán su política económica y la coordinarán 
con miras a alcanzar también los objetivos enunciados en el artículo 174”.  

Artículo 138 CE (Constitución Española):  El Estado garantiza la realización efectiva del 
principio de solidaridad consagrado en el artículo 2 de la Constitución, velando por el 
establecimiento de un equilibrio económico, adecuado y justo entre las diversas partes del 
territorio español, y atendiendo en particular a las circunstancias del hecho insular. 

Artículo 131 CE : El Estado, mediante ley, podrá planificar la actividad económica general 
para atender a las necesidades colectivas, equilibrar y armonizar el desarrollo regional y sectorial 
y estimular el crecimiento de la renta y de la riqueza y su más justa distribución. 

Artículo 139 CE :  Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier 
parte del territorio del Estado. 

 

 

Los mencionados artículos, y otros similares, de la Constitución Española y del Tratado de  
Funcionamiento de la Unión Europea  mandatan al Gobierno de España para que  su actuación 
se encamine a alcanzar el necesario nivel de equilibrio económico y de cohesión territorial entre 
las diversas partes del territorio español, atendiendo especialmente a estas regiones rurales 
sometidas a desventajas naturales o demográficas graves y permanentes, a las que cabría añadir 
hoy  las desventajas creadas en numerosas ocasiones por el flagrante incumplimiento de estos 
principios en la propia planificación y actuación del Estado,  de manera continuada durante 
décadas. 
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Reunidos  
Reunidos hoy, 22 de junio de 2019, las Asociaciones convocantes y aquellas que han  dado 

su apoyo a la REVUELTA DE LA ESPAÑA VACIADA, iniciada con la manifestación que tuvo lugar 
en Madrid el pasado 31 de marzo, a saber:  

 

TERUEL EXISTE 

SORIA YA 

…… 

……. 

………… 

………….. 

………….. 

…………. 

 

……. Antes de enviarlo, incluir aquí la relación de todas la Asociaciones que se reunan y/o o 
de las que apoyaron la manifestación de la Revuelta de la España Vaciada 

……. 
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Preocupados   

Preocupados por la crisis funcional del medio rural, manifestada en su escasa densidad de 
población  como  síntoma más evidente del auténtico problema que sufre una parte importante 
de nuestro país:   una crisis estructural territorial que, prolongada durante décadas,  amenaza 
con hacer inviable el territorio en términos sociales, económicos y demográficos. Por ello, 
entendemos que adoptar medidas urgentes encaminadas a revertir tanto las causas que han 
provocado esta evolución, como las consecuencias sociales y económicas que de ella se derivan, 
debe constituir una de las máximas prioridades de la acción política a escala autonómica, 
nacional y europea.  

Consideramos prioritario que la lucha contra la despoblación y el reequilibrio social, económico 
y demográfico de la España rural se convierta definitivamente en una “cuestión de estado”. 
Entendemos que este cambio solo puede producirse a través del dialogo y la concertación 
política, y que esta responsabilidad recae, a partes iguales, en todos los grupos políticos, 
ostenten o no responsabilidades de gobierno a escala nacional, autonómica o local. 

Por ello instamos a la firma de un Pacto de Estado por la repoblación y el reequilibrio territorial, 
con la creación de un Ministerio específico, o al menos una Secretaria de Estado, con objeto de 
abordar este reto de forma consciente, decidida e inmediata. 

La extrema gravedad de la problemática denunciada, la radical injusticia social, territorial, 
patrimonial y cultural  que supone, la constatación de cómo se ha jugado con nuestras vidas y 
haciendas en beneficio de otros, y el convencimiento de que la España Vaciada ha dicho ¡Basta! 
a este estado de cosas que nos conduce a la desaparición, así como la  profunda determinación 
de los movimientos ciudadanos, los agentes sociales y las asociaciones y grupos aquí reunidos 
de llegar hasta dónde haga falta para cambiar el actual estado de las cosas, nos lleva a advertir 
que si la  acción política durante esta Legislatura que se inicia no  evidencia una voluntad real -
manifestada en los sucesivos Presupuestos que deben aprobarse- de buscar solución a esta crisis 
estructural territorial, reiteradamente denunciada, priorizando la cohesión y el  reequilibrio 
territorial de España,   seremos capaces, y que no quepa la menor duda,  de articular una 
respuesta. 

  

 
 
 
 
 
 



5 
 

Proponemos   
Por ello, somos de la opinión, compartiendo los análisis realizados por la Red de Áreas 

Escasamente Pobladas del Sur de  Europa (SSPA) y otras  organizaciones,  de que la prioridad de 
la acción política en materia de lucha contra la despoblación debe ser la de revertir esa crisis a 
través de la superación de las dificultades que presenta el medio rural de las zonas menos 
pobladas para acoger actividades económicas con dinamismo suficiente como para generar 
valor añadido, crear empleo de calidad y lograr así mantener y atraer población. De no 
implantarse de inmediato políticas y medidas específicas capaces de corregir esta situación, el 
desequilibrio entre el medio urbano y el rural continuará acrecentándose hasta el extremo, 
sufriendo España la inexorable pérdida de una parte fundamental de los valores sociales, 
culturales, económicos y ambientales asociados al medio rural. 

Por ello exigimos 

 

1. Reformular las actuales políticas de equilibrio y cohesión territorial en 
España 

Indicadores como la constante pérdida de población que sufre buena parte del medio 
rural, su paulatino envejecimiento, la perdida de tejido empresarial o la pérdida de servicios 
esenciales para el bienestar de la población, no hacen sino poner de manifiesto que las actuales 
políticas de reequilibrio y cohesión territorial no son lo suficientemente eficaces como para 
reducir la brecha social y económica que separa al medio rural -especialmente aquel que padece 
desventajas naturales y demográficas graves y permanentes-, del urbano. Entendemos, por lo 
tanto, que el rediseño de estas políticas debe ser considerado una de las prioridades de toda 
política de cohesión territorial, ordenación del territorio y, por ende, de lucha contra la 
despoblación, de aquí en adelante; y para tal fin, proponemos se tome en consideración lo 
siguiente: 

a. Definición del concepto de zonas despobladas. En la actualidad, tanto la Unión Europea 
como el Estado Español consideran zonas escasamente pobladas (ZEP) siguiendo 
aquellas unidades administrativas que presentan, a escala NUTs II y III densidades de 
población inferiores a los 8 y 12,5 habitantes/km2 respectivamente. Este criterio, 
meramente cuantitativo y únicamente fundamentado en la ratio de habitantes por 
unidad de superficie, resulta insuficiente para mostrar la realidad del problema 
estructural al que se enfrenta buena parte de la España rural de interior. Primeramente, 
porque excluye de tal consideración a territorios que, sin alcanzar estos umbrales, 
sufren igualmente graves dificultades sociales, económicas y demográficas vinculadas a 
su carácter rural. En segundo lugar, porque en el seno de los territorios considerados en 
la actualidad como ZEP, también se observan importantes diferencias en materia de 
dotación de servicios, equipamientos e infraestructuras, oportunidades y 
potencialidades económicas, dinámicas sociales y, por supuesto, tendencias 
demográficas. Por todo ello, parece necesario reclamar que las nuevas políticas de 
regeneración del medio rural deben de apoyarse en una definición de ZEP mucho más 
compleja y multidimensional que la actual, asumiendo parámetros sociales y 
económicos capaces de dar respuesta a ese concepto de “grave” al que alude el artículo 
175 TFUE-, que contemplen también la dimensión temporal -respondiendo en este caso 
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a ese carácter “permanente” destacado en el citado artículo-, y finalmente, que a partir 
de nuevas escalas de análisis como la municipal (LAU2),  permita a las administraciones 
identificar las múltiples singularidades que presenta el territorio y con ello, adoptar 
medidas concretas más eficaces y justas. 
 

b.  Distribución de fondos económicos. Alcanzar la cohesión, sostenibilidad e integración 
de los territorios rurales sometidos a una crisis estructural grave y permanente pasa, 
necesariamente, porque las políticas diseñadas a tal efecto disfruten de los fondos 
económicos suficientes y sostenidos a lo largo del tiempo. Para ello resulta 
imprescindible no solo una modulación de las asignaciones presupuestarias que 
priorice a aquellos territorios considerados donde la crisis estructural se demuestre más 
intensa, sino también, que todos los fondos destinados al desarrollo del medio rural, en 
general, tengan un carácter finalista. 
Entendemos que es imprescindible que la inversión destinada a paliar las dificultades a 
las que se enfrenta el medio rural se destine, única y exclusivamente, a ese fin y a estas 
zonas. Para ello entendemos como necesario establecer los oportunos mecanismos de 
control sobre su uso efectivo en medidas concretas inequívocamente concebidas para 
abordar los desafíos socioeconómicos a los que se enfrentan las zonas más castigadas 
por la despoblación. 
 

c. Constitución de agencia/s de desarrollo territorial. Constitución de una agencia o de 
agencias, según el ámbito de implementación, de desarrollo territorial, siguiendo el 
modelo existente en las Tierras Altas de Escocia, especializadas en el desarrollo de las 
áreas demográficas y económicamente más frágiles que cumplan la función de 
administrar, planificar, ejecutar y monitorizar las estrategias y acciones. Integrando toda 
la actividad de los agentes económicos y sociales que trabajan en las zonas rurales de 
las áreas escasamente pobladas y con desventajas graves y permanentes. Estas agencias 
deberían  gozar de una gran autonomía no solo organizativa sino también en cuanto a 
su funcionamiento ordinario, es decir, una organización autónoma y despolitizada, con 
planificación a medio y largo plazo; con presencia y acción sobre el territorio; actuando 
en permanente cooperación con otros actores públicos y privados; monitorizando las 
acciones y su evaluación posterior en términos de eficacia, responsabilidad y control. 
 

d. Ley 45/07 de 13 de diciembre de Desarrollo Sostenible del Medio Rural. Abordar con 
éxito la problemática que sufren estas zonas no solo exige partidas presupuestarias 
acordes al reto, sino también, e incluso por encima del dinero, una acción política 
decidida. En  mayo de 2017 el Pleno del Congreso de los Diputados aprobó por 
unanimidad una moción por la cual "El Congreso de los Diputados renueva el 
compromiso unitario de las fuerzas políticas por la revitalización e impulso de aplicación 
de la Ley 45/07 de Desarrollo Sostenible del Medio Rural, considerando que una política 
para enfrentar el reto demográfico y la lucha contra la despoblación debe estar 
enmarcada en el desarrollo y aplicación de una política de estado para el desarrollo rural 
sostenible”. Nos sumamos a aquellas entidades, organizaciones y colectivos que, como 
la Red Española de Desarrollo Rural, el Foro de Acción Rural, El Consejo Económico y 
Social de España, la Red SSPA, o la Federación Española de Municipios y Provincias, entre 
otros, vienen reclamando recuperar, de forma efectiva y realizando las adecuaciones 
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oportunas, la citada Ley, entendiendo que este paso es determinante para impulsar 
definitivamente la perspectiva integral que debe guiar una acción política exitosa en 
materia de lucha contra la despoblación. 
 

e. Descentralización  de las sedes de órganos de la Administración y empresas públicas. 
La  Administración central y la autonómica, a cuya actuación es exigible un carácter 
demostrativo y ejemplarizante,  deben evidenciar  con los hechos su apuesta por un 
nuevo modelo de equilibrio y cohesión territorial tanto en el ámbito autonómico como 
en el estatal. Uno de los principales gestos, con amplia repercusión simbólica pero 
también económica para las pequeñas ciudades receptoras, debe ser la 
descentralización de las sedes de muy diferentes órganos de la Administración central y 
de las autonómicas, así como de las empresas del Sector Público. Esta circunstancia, a 
su vez, ayudará a acelerar la implantación de las tecnologías de telecomunicación y a 
mejorar las infraestructuras de comunicación físicas. 

 

 

2. Priorizar la ejecución de las infraestructuras pendientes y de las 
telecomunicaciones 

La crisis funcional que sufren las zonas más despoblados del país es, en grandísima medida, 
consecuencia del atraso que, en materia de infraestructuras, vienen acumulado estos territorios 
a lo largo de décadas, por el continuo incumplimiento por el Estado de su propia planificación 
en materia de infraestructuras carreteras y ferroviarias. Sin unas adecuadas condiciones de base 
a partir de las que impulsar su desarrollo socioeconómico futuro -y tanto las infraestructuras 
tradicionales como las nuevas tecnologías son dos de esas condiciones imprescindibles-, ningún 
territorio es capaz de resultar competitivo en el contexto global. A este respecto, y con el objeto 
de paliar el actual retraso en materia de infraestructuras y telecomunicaciones que hipoteca el 
futuro de estas zonas, proponemos: 

a. Accesibilidad a los servicios básicos. Uno de los objetivos prioritarios a alcanzar en 
materia de infraestructuras de transporte debe ser el de garantizar que todo ciudadano 
-independientemente de cual sea su lugar de residencia-, disfrute de una accesibilidad 
a los servicios básicos sanitarios, educativos, sociales y de seguridad ciudadana 
equivalente a un desplazamiento igual o inferior a los 30 minutos. 
 

b. Accesibilidad a la red viaria de alta capacidad.   
Debe recuperarse el objetivo que previa el PEIT 2005-2020 del Ministerio de Fomento, 
de forma que la mayor parte de las localidades españolas queden a menos de 30 km. de 
una autovía.  
Debe priorizarse la ejecución urgente de aquellas infraestructuras, ya recogidas en el 
vigente Plan de Infraestructuras, Transporte y Vivienda (PITVI 2012-2024), que afectan 
a estos territorios, tendiendo a  transformar el actual esquema carretero radial en una 
red mallada que garantice una adecuada accesibilidad a las zonas que ahora carecen de 
ella. En relación con ello, debe optarse por la ejecución de nuevos corredores 
alternativos interiores, que a su vez vertebrarían las zonas actualmente aisladas,  en vez 
de por la duplicación de la infraestructura en los corredores saturados.  
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c. Conectividad y telecomunicaciones. Consideramos imprescindible que las diferentes 

administraciones implicadas en el diseño e implementación de las políticas en materia 
de nuevas tecnologías de la información y la comunicación adquieran el compromiso de 
fijarse como objetivo prioritario la conectividad del territorio, y no de las personas. 
Solo así, primando al territorio, es posible garantizar un acceso universal y, por lo tanto, 
al alcance de todos los ciudadanos, independientemente de donde vivan o de donde se 
encuentren puntualmente, tengan acceso a una tecnología digna, equiparable a la que 
se tiene en el medio urbano. Para ello entendemos como fundamental que el Estado 
refuerce sus funciones como garante de los derechos de los ciudadanos en esta materia, 
interviniendo para paliar los fallos de mercado que actualmente se producen en el 
sector de las telecomunicaciones y que terminan traduciéndose en la discriminación 
hacia una parte importante del territorio, de su población, y de aquellos que lo visitan. 

 

 

3. Impulso a la Actividad Económica 
Un análisis más allá de las paradojas estadísticas que muestran algunos de los indicadores 

macroeconómicos de uso más frecuente, que otorgan mayor índice de riqueza cuanta más 
población pierdes, como el Producto Interior Bruto (PIB), la  renta per cápita o las tasas de 
desempleo, no hace sino poner de manifiesto que la estructura de la economía en la España 
Vaciada está sumida en una atonía, en un letargo que acrecienta, día a día, la brecha entre el 
medio urbano y el rural.  Consideramos que, sin empresas suficientemente dinámicas y, por lo 
tanto, capaces de innovar y de adaptarse con éxito a las exigencias del mercado global;  sin 
actividades económicas diversificadas que generen valor añadido y empleo -no solo suficiente, 
sino también de calidad-, sin una política económica que reconozca las particularidades del 
medio rural y sea capaz de reequilibrar el territorio, la viabilidad del medio rural menos poblado 
-no solo en lo económico, sino también en lo social y lo demográfico-, queda seriamente en 
entredicho. Un territorio que no ofrece oportunidades laborales en sintonía con el contexto 
socioeconómico actual es un territorio incapaz de mantener y atraer población, y por lo tanto, 
condenado. Por ello, destacamos como medidas prioritarias aquellas que entendemos pueden 
contribuir a la modernización y diversificación de la estructura económica de los territorios 
escasamente poblados: 

a. Cargas administrativas, normativa y legislación. Reducir las cargas administrativas 
necesarias para la puesta en marcha de iniciativas económicas y empresariales, 
adecuando los trámites a la realidad del medio rural y garantizando un acceso eficaz de 
los emprendedores rurales a los servicios de ventanilla única de las diferentes 
administraciones. Adecuación de la normativa y la legislación, introduciendo las 
modificaciones necesarias para que ésta tenga en consideración la realidad 
socioeconómica del medio rural y deje de resultar un hándicap añadido para el fomento 
de las actividades económicas y el emprendimiento. 
 

b. Política impositiva, Seguridad Social, contratación. Establecimiento de un paquete de 
medidas especiales destinadas a facilitar el desarrollo de las actividades empresariales  
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en estas zonas , como se detalla en el informe ¨Una fiscalidad diferenciada para el 
progreso de los territorios despoblados en España¨,  que incluya: 

o Deducciones en los impuestos de actividades profesionales y empresariales, 
según los regímenes de ayuda de las Directrices sobre las ayudas estatales de 
finalidad regional para 2014-2020 aplicadas a la fiscalidad, como el impuesto de 
sociedades para las pymes y el IRPF para los autónomos. 

o Búsqueda de fórmulas de exención general de las tasas de precios públicos para 
empresas y emprendedores, a través de una compensación a las 
administraciones locales que la aplican. 

o Incentivos económicos a la contratación como la bonificación de las cuotas 
empresariales a la Seguridad Social 

o Reducción del IRPF para los residentes en las zonas escasamente pobladas, de 
cara a atraer y retener talento. 
 
 

 
c. Incentivos a la modernización de la economía. Creación de un programa específico de 

fomento, diversificación y crecimiento inteligente de la actividad económica  que incluya 
servicios profesionales de asesoramiento y acompañamiento, así como fondos y líneas 
de financiación preferentes provenientes tanto de la administración central como de las 
Comunidades Autónomas y de fondos europeos, con la participación de los agentes 
sociales y representantes de la sociedad civil de cada territorio. 
 

d. Financiación y sistema bancario. Reforzar el papel social y territorial que desempeñan 
cooperativas de crédito como las Cajas Rurales, así como introducir las regulaciones 
necesarias para que todos los ciudadanos, independientemente de su lugar de 
residencia, tengan acceso en igualdad de condiciones a los servicios bancarios y 
financieros. Promover la creación de créditos blandos y avales, con condiciones más 
ventajosas, específicamente dirigidos a proyectos empresariales surgidos en estas zonas 
y de líneas específicas de apoyo financiero en programas como el programa de Ayudas 
para Actuaciones de Reindustrialización.  
 

e. Reforma del sector agrario. Reorientación de la Política Agraria Común hacia principios 
sociales y territoriales donde se primen las explotaciones familiares, los activos agrarios 
a título principal frente a otros perceptores de ayudas, se favorezca la incorporación de 
los jóvenes y las mujeres a la actividad. Priorizando la modernización y el aumento de la 
competitividad de las pequeñas empresas y explotaciones a través del cooperativismo, 
la transformación, el I+D+i, el apoyo a nuevas estrategias de marketing tales como sellos 
y marcas de calidad territorial y la comercialización y distribución directa. Fomentando 
la transformación del producto agrícola o ganadero, buscando un mayor valor añadido 
de los mismos. 
 

f. Capacitación profesional. Creación de un programa específico de formación y 
capacitación profesional para la población residente en las zonas escasamente pobladas 
orientado tanto a empresarios como a emprendedores y ocupados, fomentando 
especialmente el liderazgo en esas zonas. 
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g. Economía social. Desarrollo efectivo de la Estrategia Española de Economía Social 2017-

2020. A este respecto, consideramos que el texto aprobado en marzo de 2017 
contempla de forma parcial la cuestión de la despoblación y el papel que la economía 
social puede llegar a desempeñar en la revitalización social y económica de estas áreas. 
Incentivar modelos de economía social en el medio rural menos poblado puede 
constituir una gran oportunidad para el desarrollo. 
 

h. Equidistribución de beneficios y cargas.  Extensión del principio de equidistribución de 
beneficios y cargas recogido en la legislación urbanística a un ámbito territorial estatal, 
de forma que se valore, y se compense económicamente,  lo que la España vaciada, que 
soporta las cargas,  aporta a la España superpoblada, que obtiene el beneficio.  
 

i. Compensación de la captación de CO2.  Un ejemplo evidente de lo anteriormente 
expuesto. La mayor parte de la absorción del exceso de emisiones de CO2 a la atmósfera 
tiene lugar en las zonas rurales más despobladas, mientras que contaminan las ciudades 
más poblabas. Consecuentemente, se deberían buscar fórmulas que compensen esa 
aportación y reviertan en positivo en estas zonas. 
 

j. Responsabilidad Social Corporativa Territorial. Introducción del concepto de 
Responsabilidad Territorial en la Responsabilidad Social Corporativa, introduciendo en 
las líneas de actuación de la RSC de grandes empresas (públicas o privadas) la inversión 
en las zonas escasamente pobladas, como elemento impulsor de un desarrollo 
inteligente, sostenible e integrador. Entre las diferentes medidas que se pueden realizar 
dentro de esta línea, un ejemplo es la incorporación de la RSCT como criterio 
diferenciador a valorar en los pliegos de condiciones de contratación pública.  

 

 

4.  Servicios a la población y vivienda 
Si bien entendemos que una buena dotación de servicios básicos para la población no 

son por sí mismo suficientes como para garantizar el mantenimiento o la atracción de población 
a las zonas escasamente pobladas, consideramos que frenar la despoblación del medio rural 
español pasa, en buena medida, porque el conjunto de la población, ya sea esta rural o urbana, 
perciban que la calidad de vida en el medio rural es al menos equiparable a la de los territorios 
más densamente poblados, y que vivir en un pueblo no implica automáticamente tener que 
renunciar a unos servicios educativos, sanitarios o sociales suficientes y de calidad. Para ello, y 
porque el acceso a unos servicios públicos de calidad es un derecho de todos los ciudadanos, 
independientemente de dónde residan,  las futuras políticas de desarrollo rural y lucha contra 
la despoblación deben incluir las siguientes propuestas:  

a. Cartera de servicios públicos rurales. Definición de una cartera de servicios sanitarios, 
educativos y asistenciales universales, así como de seguridad,  para toda la población 
que reside en estas zonas, equiparable en términos de accesibilidad y calidad -por lo 
tanto, de cobertura-, a la del resto de la población y territorios. 
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b. Financiación del gasto social. Para que esta cartera sea efectiva es necesario garantizar 
fondos económicos suficientes destinados al gasto social en el medio rural, incluyendo 
en los criterios de financiación autonómica factores correctores vinculados a la 
despoblación, el envejecimiento y la dispersión geográfica de la población. 
 

c. I+D+i en materia de servicios a la población. Impulso, tal y como viene haciéndose en 
otras zonas despobladas del norte de Europa, de la investigación e implantación de 
nuevas fórmulas de prestación de servicios a la población, tales como la e-health o la 
teleasistencia, amparadas en las nuevas tecnologías de la información y la 
comunicación.   
 

d. Incentivos profesionales. Habitualmente las plazas profesionales ofertadas en el medio 
rural por el sistema público sanitario, asistencial,  o educativo son las últimas en 
cubrirse, llegando a darse el caso, especialmente en el sistema sanitario, de no ocuparse 
nunca o hacerlo por profesionales llegados de otras especialidades. Además, la rotación 
constante de profesionales afecta, innegablemente, a la calidad de los servicios. Al 
margen de posibles incentivos económicos para aquellos profesionales que se asienten 
de forma duradera en el medio rural, creemos que no existe mayor incentivo que la 
oportunidad de crecer en su carrera profesional. Para ello, y en la línea del punto 
anterior, el medio rural más despoblado debería de convertirse un referente en materia 
de investigación aplicada, resultando un destino atractivo para muchos profesionales de 
campos como la educación, la sanidad o el cuidado de la población mayor.   
 

e. Seguridad.  Las áreas escasamente pobladas del mundo rural han visto en los últimos 
años lo que puede denominarse como paulatino desmantelamiento de la presencia de 
Estado, en especial de las fuerzas de seguridad públicas con el cierre de cuarteles y la 
progresiva disminución de efectivos. Dicha situación debe ser revertida de inmediato, 
tanto por el cumplimiento de uno de los principales derechos del ciudadano, como por 
el carácter des-incentivador para el asiento de la población, al transmitir la idea de que 
“hasta el Estado abandona” estos territorios. 
 

f. Vivienda.  La repoblación e incluso el mantenimiento de la población existente requiere 
que se facilite el acceso a la vivienda como un derecho fundamental. En estas áreas, el 
mercado es, por lo general,  insuficiente e ineficiente. Debe incentivarse la rehabilitación 
del parque de vivienda con ayudas, que pueden estar vinculadas a la condición de su 
puesta en alquiler, permitiendo configurar, si se desea, una Bolsa de alquiler de gestión 
pública. Las políticas de vivienda deben diseñarse a partir de la realidad del territorio y 
no ser uniformes. 
 
 
 
5. Empoderamiento y Cambio de imagen.  

 
Tan importante como la reformulación de las actuales políticas de reequilibrio y cohesión 

territorial, las infraestructuras viarias y de telecomunicación, ofrecer oportunidades laborales 
en sintonía con el contexto socioeconómico actual y una buena dotación de servicios básicos es 
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la percepción de la cultura rural. La percepción de falta de oportunidades para poder vivir, 
trabajar, invertir y crecer en estas zonas es un elemento que se debe tener en cuenta al  elaborar 
una estrategia de desarrollo territorial, con la finalidad de cambiarla  

Debe potenciarse el sentimiento de pertenencia, el arraigo en el territorio, para dinamizar 
la actividad económica, a través de iniciativas de innovación y de emprendimiento social.  

Transmitir de manera diferente la realidad y las ventajas que ofrecen las áreas rurales, 
fomentado el tratamiento de esta materia en las aulas, así como su imagen en los medios de 
comunicación. 


